
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PLANEACIÓN, A 

CARGO DEL DIPUTADO IVÁN ARTURO PÉREZ NEGRÓN RUIZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PES 

Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz, integrante del Grupo Parlamentario de Encuentro Social en la Cámara de 

Diputados correspondiente a la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como 

en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la 

consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La planeación constituye un ejercicio fundamental que para el Estado mexicano ha representado la construcción 

de un marco constitucional y legal que se ha perfeccionado a partir de 1930 en que se publica la primera Ley de 

Planeación General de la República, además de haberse fomentado la creación de diversas instituciones 

públicas relacionadas con la política económica y el proceso de industrialización de nuestro país, 

perfeccionando el sistema de coordinación entre las instituciones del Gobierno de la República y mejorar los 

niveles de comunicación y coordinación entre los diferentes niveles de gobierno. 

Hoy, sin embargo, la planeación presenta debilidades institucionales, normativas y operativas que es necesario 

corregir, con el ánimo de generar una legislación moderna que propicie políticas públicas que permitan abatir el 

incremento de la desigualdad social y económica, la pérdida de bienestar y disminución de los niveles de 

calidad de vida de numerosas familias y comunidades que habitan a lo largo de nuestra República así como 

romper la inercia de bajo crecimiento durante estos últimos 24 años a partir de 1994, con un crecimiento del 

2.6% en promedio anual, en que fracasó el modelo neoliberal para acercar a los mexicanos a mejores estadios 

de desarrollo. 

La planeación, sin duda, es un elemento central del quehacer público; aporta visión estratégica, contribuye a la 

formación de decisiones racionales y organiza la agenda pública en razón del modelo de desarrollo y de los 

recursos públicos para financiarlo. Desde una perspectiva jurídico-institucional, el artículo 25 constitucional 

deposita en el Estado la rectoría del desarrollo nacional así como la obligación de articular y cohesionar el Plan 

Nacional de Desarrollo con los planes estatales y municipales, propiciando el cumplimiento del principio 

mediante el cual se procura la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero que permitan 

coadyuvar en la generación de condiciones favorables para el crecimiento económico y el empleo. 

En vista de los resultados exiguos que se han logrado hasta el momento, resulta indispensable repensar el 

engranaje institucional, el método de trabajo y los procesos de organización institucional entre la Federación y 

los gobiernos locales, siendo necesario reflexionar sobre la construcción e implementación de la política pública 

a partir de la demanda democrática por el ensanchamiento de los espacios decisorios que incorporen la 

participación comunitaria, a los actores de la sociedad civil y, naturalmente, la presencia de las entidades 

regionales, ya que son éstas las que permiten impulsar el crecimiento económico y la generación de 

oportunidades para las economías locales y regionales así como abonar en favor de una gobernabilidad política 

democrática. 

Durante la campaña a la Presidencia de la República, el Lic. Andrés Manuel López Obrador estableció siete ejes 

dentro de su propuesta de Plan de Desarrollo Territorial, considerando para ello los temas de desarrollo 

regional, política metropolitana, desarrollo urbano, suelo, vivienda, movilidad y política agraria. De acuerdo 

con esta plataforma, el Titular del Ejecutivo, considera de manera primordial vincular los programas sectoriales 

con los de carácter regional y municipal, aprovechando la utilización de los recursos públicos mediante un 



 

 
  

enfoque transversal, lo que permitirá fortalecer la estructura programática en la asignación del gasto y una 

mejor coordinación, supervisión, vigilancia y control de los recursos que se destinan a las entidades federativas 

y gobiernos municipales. 

No sólo se necesita realizar una profunda revisión de los programas institucionales, sino también emprender una 

revisión cuidadosa de la metodología con la que se organiza la planeación regional en virtud de que ésta ha 

demeritado, bajo el enfoque prevaleciente, el interés municipal y comunitario. 

El rescate del Estado implica, como lo reconoce el Proyecto de Nación 2018-2024, la reconstrucción de la 

organización del territorio y del poder político, con la participación de los ciudadanos, para lograr la defensa 

efectiva de la vida, de las personas, de los bienes comunes, proveyendo las condiciones necesarias para 

garantizar una estrategia efectiva de los derechos humanos que establece nuestra Norma Fundamental. 

La reconfiguración del desarrollo regional requiere mirar con una óptica más justa y equitativa la asignación del 

gasto público. En lo sustantivo, la planeación regional debe ser el instrumento que guíe la toma de decisiones y 

donde se plasmen los acuerdos sociopolíticos entre ámbitos de gobierno y actores sociales, a través de un 

sistema efectivo de coordinación interinstitucional e intergubernamental, que prevé el sistema de planeación 

democrática nacional que establece el apartado “A” del artículo 26 constitucional; además de los criterios que se 

establecen para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de desarrollo. 

En este caso, la vinculación de los programas regionales y municipales con los sectoriales, permitirá lograr no 

solamente una mayor consistencia y cohesión en la integración de políticas públicas nacionales -que hasta ahora 

han adolecido de posibilidades reales para atacar la pobreza y la marginación social desde un punto de vista 

productivo- sino también redireccionar los procesos de financiamiento y fortalecimiento del desarrollo 

municipal y territorial. 

No obstante, que la legislación reconoce el funcionamiento de los Comités de Planeación Estatal y los Comités 

de Planeación Municipal, su articulación con las vocaciones locales y de desarrollo territorial se encuentran 

debilitadas, en razón de que los procesos de concertación y formulación de convenios se encuentran adheridos a 

las lógicas políticas de los grupos políticos hegemónicos de los gobiernos subnacionales, que no necesariamente 

corresponden con los intereses de desarrollo territorial y transversalidad de políticas, ya que éstos dirigen sus 

esfuerzos al aprovechamiento máximo de los recursos públicos bajo un enfoque de rendición de cuentas, 

optimización social y prevalencia de las necesidades comunitarias. 

En razón a ello, existe la necesidad de replantear los mecanismos de coordinación institucional entre los 

diferentes niveles de gobierno e incorporar el enfoque territorial que permita sumar los intereses, aportaciones y 

recursos de las estructuras comunitarias y de la ciudadanía, sin ninguna capa intermedia que mediatice, 

desvirtúe o condicione el desarrollo sostenible de las comunidades, tanto desde el punto de vista económico 

productivo como de cohesión social y gobernabilidad política. 

El aprovechamiento de los recursos públicos y la finalidad de ampliar la cobertura a zonas pobres y marginadas 

con proyectos de inversión y obras de infraestructura, constituyen dos de los elementos centrales que soportan 

la articulación entre los programas regionales y sectoriales que propone el Plan de Desarrollo Territorial, siendo 

necesario por ello ajustar algunas líneas normativas que contiene la Ley de Planeación con el propósito de 

disminuir las restricciones que genera la ausencia de conexión institucional o pérdida de impacto en la ejecución 

de política pública, sea ésta proveniente por la duplicación de acciones en un mismo ente territorial o por virtud 

de las restricciones de cobertura. 



 

 
  

Durante los próximos años, el Gobierno de la República buscará rescatar del abandono la planeación territorial 

de México, en sus distintos ámbitos que van desde lo metropolitano a lo rural. La planeación territorial, señala 

la propuesta conocida como AMLOPOLIS, constituye uno de los principales temas que son parte del Estado 

mexicano, abandonado en las últimas décadas. 

El Estado, señala el titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, que no tiene las 

capacidades de poder planear su territorio de forma más armónica y ordenada delega sus funciones, afectando 

una cuestión fundamental, la integridad y solidez de la seguridad nacional. De ese tamaño es el tema de la 

planeación territorial, por eso nuestra preocupación para reformar el presente instrumento jurídico. 

Derivado de lo anterior, para mejor y pronta referencia, a continuación, se muestra cuadro comparativo de las 

reformas y adiciones de la Ley de Planeación que se proponen: 



 

 
  



 

 
  



 

 
  



 

 
  



 

 
  

 

Fundamento legal 

Es por lo anteriormente motivado y fundado; y con base en lo que dispone el artículo 71, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quien suscribe somete a consideración de esta 

soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Denominación del proyecto de ley o decreto 

Reformas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley de Planeación 

Artículo Único.  Se reforman los artículos 2o. párrafo primero, 3o. párrafo segundo, 4o., 6o. párrafo primero, 

9o. párrafo primero, 14, fracciones VII y VIII, 16, fracción VIII, 21, párrafo quinto, 21 Bis, párrafo primero, 21 

Ter, fracción I, y 27; y se adicionan los artículos 2o. con las fracciones IX, X, XI, XII y XIII; 14, con la fracción 

IX; 20, con un párrafo quinto; 25, con un párrafo segundo, y 29, con un párrafo quinto, todos de la Ley de 

Planeación, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo como un medio para el eficaz desempeño de la 

responsabilidad del Estado, promoviendo el desarrollo equitativo, incluyente, integral, sustentable y sostenible 

del país, con perspectiva de interculturalidad y de género, y deberá tender a la consecución de los fines y 

objetivos políticos, sociales, culturales, ambientales, económicos y territoriales contenidos en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para ello, estará basada en los siguientes principios: 

I. a VIII. ... 

IX. Multinivel, con prospectiva, estableciendo y consolidando una relación dinámica y creativa entre 

Estado y sociedad; 

La planeación atenderá el desarrollo en las siguientes vertientes: regional, metropolitana, urbana, uso 

de suelo, vivienda, movilidad, política agraria, medio ambiente, núcleos agrarios, espacio público, 

equipamiento e infraestructura; transversalmente se debe respetar el territorio, potenciales 

productivos y las diferencias culturales de las comunidades; 

El enfoque territorial, dirigido por el Ejecutivo Federal y coordinado por los gobiernos estatales y 

municipales, se enfocará en acrecentar las potencialidades productivas, fortalecer la educación, 

incrementar los recursos materiales, atracción de inversión, fomento de la competitividad, 

consolidación de los acuerdos políticos y el combate a la desigualdad y exclusión social. 



 

 
  

La planeación metropolitana, además del respeto territorial, deberá incorporar las aportaciones que 

formulen los gobiernos municipales y los de las alcaldías de la Ciudad de México, en esta materia. 

El Ejecutivo Federal establecerá un Sistema Nacional de Información Territorial y Urbana con la 

colaboración de los organismos previstos en el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, además de los sistemas previstos por parte de los gobiernos de las entidades 

federativas, municipales y alcaldías de la Ciudad de México. 

Artículo 3o. ... 

Mediante la articulación de un sistema territorial de planeación que se fortalezca con los planes 

sectoriales, estatales, municipales y de las alcaldías de desarrollo se fijarán objetivos, metas, estrategias y 

prioridades, así como criterios basados en estudios de factibilidad cultural; se asignarán recursos, 

responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se evaluarán resultados. 

Artículo 4o. Es responsabilidad del Ejecutivo Federal conducir la planeación nacional del desarrollo con la 

participación democrática de la sociedad y de las entidades federativas, de conformidad con lo dispuesto en la 

presente Ley. 

Artículo 6o. El Presidente de la República informará al Congreso de la Unión sobre el estado general que 

guarda la administración pública del país, haciendo mención expresa de las acciones y los resultados obtenidos 

relacionados con la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo, los Programas Sectoriales y Territoriales, en su 

caso, los programas especiales, así como lo concerniente al cumplimiento de las disposiciones del artículo 2o. 

constitucional en materia de derechos y cultura indígena. 

... 

Artículo 9o. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal deberán planear y conducir sus 

actividades con perspectiva intercultural, territorial y de género y con sujeción a los objetivos y prioridades de 

la planeación nacional de desarrollo, a fin de cumplir con la obligación del Estado de garantizar que éste sea 

equitativo, incluyente, integral, sustentable y sostenible. 

... 

... 

... 

Artículo 14. ... 

I. a VI. ... 

VII. Definir los mecanismos para que verifique, anualmente, la relación que guarden los presupuestos de las 

diversas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como los resultados de su 

ejecución, con los objetivos y prioridades del Plan y sus programas, para adoptar las adecuaciones a los 

programas respectivos que, en su caso, resulten necesarias para promover la consecución de sus objetivos; 



 

 
  

VIII. Promover la incorporación de indicadores que faciliten el diagnóstico del impacto de los programas en 

grupos específicos de la población, distinguiendo por origen étnico, género, edad, discapacidad, tipo de 

localidad, entre otros; y 

IX. Dictaminar junto con las entidades federativas, los municipales y las alcaldías de la Ciudad de 

México sobre sus necesidades territoriales, económicas, sociales y potenciales productivos e 

incorporarlas en el Plan Nacional de Desarrollo. 

Artículo 16. ... 

I. a VII. ... 

VIII. Coordinar la elaboración y ejecución de los programas especiales, regionales y territoriales apoyado 

por los gobiernos de las entidades federativas, de los municipios y de las alcaldías de la Ciudad de 

México, que correspondan conforme a su ámbito de atribuciones. 

Artículo 20. ... 

... 

... 

... 

Los gobiernos de las entidades federativas participarán mediante la elaboración de agendas con 

programas territoriales específicos rescatando las potencialidades y el sector productivo. 

Artículo 21. ... 

... 

... 

... 

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos nacionales, la estrategia y las prioridades del desarrollo 

integral, equitativo, incluyente, sustentable, sostenible y territorial del país, contendrá previsiones sobre los 

recursos que serán asignados a tales fines; determinará los instrumentos y responsables de su ejecución, 

establecerá los lineamientos de política de carácter global, sectorial y regional; sus previsiones se referirán al 

conjunto de la actividad económica, social, ambiental y cultural, y regirá el contenido de los programas que se 

generen en el sistema nacional de planeación democrática. 

... 

... 

Artículo 21 Bis. El Plan Nacional de Desarrollo considerará una visión de largo plazo de la política nacional de 

fomento económico, a fin de impulsar como elementos permanentes del desarrollo nacional, estatal, municipal 

y regional y el crecimiento económico elevado, sostenido y sustentable, la promoción permanente del 



 

 
  

incremento continuo de la productividad y la competitividad, y la implementación de una política nacional de 

fomento económico, que incluya vertientes sectoriales, regionales y territoriales . 

... 

... 

... 

Artículo 21 Ter. ... 

I. Un diagnóstico general sobre la situación actual de los temas prioritarios y estratégicos de los gobiernos 

estatales, municipales, de las alcaldías de la Ciudad de México y las regiones en que se divide el país , 

que permitan impulsar el desarrollo nacional integral; así como la perspectiva de largo plazo respecto de 

dichos temas; 

II. a VI. ... 

Artículo 25. ... 

Los gobiernos de las entidades federativas, municipales y de las alcaldías de la Ciudad de México en el 

ámbito urbano y rural; así como las zonas metropolitanas, aportarán sus proyectos y necesidades para 

integrarse al Plan Nacional. 

Artículo 27. Para la ejecución del Plan y los programas sectoriales, institucionales, regionales y especiales, las 

dependencias y entidades elaborarán sus anteproyectos de presupuestos, considerando los aspectos 

administrativos y de política económica, social, ambiental, territorial y culturales correspondientes. 

Artículo 29. ... 

... 

... 

... 

Las aportaciones y recomendaciones técnicas respecto de los programas regionales, especiales, sectoriales 

e institucionales que al respecto formulen los gobiernos estatales, municipales y de las alcaldías de la 

Ciudad de México serán dictaminados y, en su caso, incorporados por la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, informando de ello al Presidente de la República para su autorización. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Ejecutivo Federal deberá, en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a partir de la entrada 

en vigor del presente Decreto, realizar las modificaciones necesarias a las disposiciones reglamentarias 

correspondientes. 



 

 
  

Dado en la sede de la Cámara de Diputados, a los catorce días del mes de marzo de 2019. 

Diputado Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz (rúbrica) 

 


